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			Escribir libros entre dos autores distintos parece tarea difícil cuando uno es economista y profesor académico y el otro es ingeniero industrial y empresario. Afortunadamente, nos conocemos desde hace muchos años y no es la primera vez que nos atrevemos a trabajar en conjunto. En el año 2000 ya publicamos El reparto  del trabajo y anteriormente —no en dúo sino en trío, que todavía es más difícil— junto con un buen amigo, Juan Torras, en 1982 publicamos Crear 80.000 empresarios. 




			Los dos autores tenemos estilo directo y estamos acostumbrados al artículo periodístico, pero lo fundamental es que nuestra opinión económica tiene pocas diferencias. Venimos de la idea central de que la libertad económica es una e indivisible y, por supuesto, la libertad económica es fundamental aunque con reglas de juego claras, concretas, fáciles y baratas. 




			En este libro, escrito a vuela pluma, tras la crisis que atravesamos y de la que debemos salir con esfuerzo y sacrificio de todos —no de unos pocos—, hemos contado con la inestimable ayuda de Mercedes Pizarro, directora del Departamento de Economía de Fomento del Trabajo Nacional. Los errores, si los hay, son responsabilidad exclusiva de los autores. 
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			Uno de los rasgos característicos del último cuarto de siglo en España fue la mutación institucional. El retorno a la democracia estuvo acompañado de varias iniciativas liberalizadoras: apertura al exterior, otorgamiento de independencia al banco emisor, entrada en la Unión Europea (UE) —entonces Comunidad Económica Europea (CEE)— con la asunción del acervo comunitario y un largo etcétera que culmina con la adopción de la moneda única y la recomposición de las herramientas de política económica. En este periplo se sucedieron gobiernos de signo diferente que trabajaron con prioridades cambiantes y con sensibilidades desiguales respecto a las respuestas que dar a las exigencias y dificultades de cada momento.  




			A lo largo de estos años el ciclo económico se relacionó estrechamente con el de la UE, situándose en la misma fase, si bien con fluctuaciones más intensas que permitieron el acercamiento en términos de renta per cápita en los momentos de auge, pero que obligaron a ajustes enérgicos en los momentos de recesión o crecimiento débil (v. gráfico n.º 1). La relación tan estrecha se explica por la intensidad de las relaciones económicas, que pueden ilustrarse con las cifras del comercio exterior. En 1985, año anterior a la adhesión a la CEE, la proporción de exportaciones destinadas al resto de la CEE fue el 52 por ciento y las importaciones de esa procedencia fueron el 37 por ciento del total de la importación realizada. Tres años después, en 1988, las cifras respectivas fueron el 71 por ciento y el 64 por ciento. El aumento de la proporción de comercio con la CEE evidencia un claro proceso de integración económica, que cobra mayor sentido cuando se considera que en la primera fecha la suma de las compras y ventas de bienes y servicios equivalían al 43 por ciento, mientras que a final de siglo llegaban al 62 por ciento del total de importaciones, que incluye productos energéticos comprados fuera del área comunitaria, con lo que la integración, ilustrada por el origen y destino del comercio exterior, evidenciaba más peso dentro de una mayor cuota de un producto interior bruto (PIB) que, a su vez, creció significativamente. 




			La causa de la mayor variabilidad en la producción española se explicaba por la confluencia de dos circunstancias. La primera fue la naturaleza de los bienes y servicios ofrecidos. En el primer caso, productos manufacturados y agrarios y, en el segundo, el turismo. Se trataba de una oferta con buena relación precio-calidad pero ubicada en la gama media-baja de las ofertas respectivas. Esta característica la hace muy sensible a factores como la evolución del diferencial de precios, a la renta de los consumidores de los países clientes y a la competencia procedente de terceros países. La segunda era la política económica aplicada por los gobiernos que se sucedieron desde 1975 hasta la mitad de la última década del siglo XX, caracterizada por ser procíclica en el gasto público e inflacionista en el plano monetario. En cuatro de los seis tramos (1962-1973, 1986-1990, 1995-2001 y 2002-2007) en que se ha dividido el período 1962-2008, el crecimiento de España es más alto que el de la UE y en dos más bajo, con la peculiaridad de que el diferencial se amplía cuando hay crecimiento y se reduce en las fases de menor actividad, lo que permite un acercamiento progresivo, aunque lento, a la media de la UE. En las medias comentadas se omite el año 1974, caracterizado por los efectos de la primera crisis del petróleo que obligó, en todo el mundo, a enérgicos ajustes que en España se aplicaron con retraso. 
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			La pauta comentada se rompe con el advenimiento de la moneda única y se anticipa con el cumplimiento de las condiciones previas a la introducción del euro que, además de la estabilidad en la paridad de la moneda de cada país candidato, incluía índices de precios de consumo y tipos de interés afines, límites a la cuantía del déficit y de la deuda pública así como autonomía del banco central de cada país. Estas exigencias comportaron para España, entre otras cosas, una menor presión al alza de precios, pero también un proceso de aproximación fruto de la acción de la ley del precio único en un área sin barreras (v. Dreger et ál., 2007) que se produce por las posibilidades de arbitraje que se dan al comprar donde el producto es más barato y vendiendo donde es más caro, hasta acercar los precios, aunque siempre hay costes de transporte, diferencias en normas, etc. que impiden una igualación plena. Este acercamiento de precios, de ser pleno, daría lugar a la paridad de poder de compra, o lo que es lo mismo, a que la cantidad gastada en un país para comprar una cesta de productos permitiría, una vez cambiada a la moneda de otro país, comprar igual cuantía de los mismos productos y servicios. 
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			Otros efectos de la adopción de la moneda única consistieron en un descenso en el coste del crédito, sustitución del efecto crowding out por el crowding in —detallado en el apartado 6.1—, de modo que, a pesar de la reducción en el ritmo de crecimiento registrado en el conjunto de la UE, España consiguió mejores resultados. Este proceso no es exclusivo de España, sino que, en líneas generales, parece darse una reducción de la dispersión en el ritmo de crecimiento de los países de la UE, aunque esta sincronización sea menor cuando se trata de períodos de recuperación (v. Gayer, 2007).  




			Desde mediados de los años noventa el crecimiento de la producción española se situó por encima del comunitario, logró un importante aumento del empleo y mantuvo una tasa de inflación relativamente baja, lo que permitió reducir el diferencial de renta per cápita, pasando del 79 por ciento a mediados de los noventa a estar entorno al 90 por ciento en 2006. El crecimiento se sostuvo, básicamente, gracias a la demanda interna impulsada por el nuevo empleo y la facilidad de acceso al crédito que creó expectativas de continuidad en el aumento de la renta disponible (v. Buti y Martínez Mongay, 2005). La inversión en vivienda creció mientras que se estancó la mejora del equipamiento industrial y se deterioró la aportación externa al crecimiento, que fue negativa y creciente cada año desde 1998. La consolidación fiscal de las Administraciones liberó recursos para financiar a empresas y familias, siendo las últimas las que se llevaron la mayor parte del crédito, junto con las inmobiliarias que construían sus viviendas. La fuerte demanda elevó el índice de precios de bienes de consumo y el de la vivienda, incrementó las importaciones y, al menos momentáneamente, rompió con la pauta que mostraba un crecimiento menor al de la UE cuando esta tenía un crecimiento bajo. Con la crisis mundial evidenciada en 2007 se volvió a la pauta tradicional, al caer el PIB con mayor profundidad que en la UE. 




			Otro rasgo de la trayectoria del crecimiento de la UE se aprecia en la comparación con el conjunto de la OCDE o con EE. UU., frente a los que la UE tiene menores medias de crecimiento, excepto en el primer período. Este aspecto remite a los factores diferenciales a los que puede imputarse: reducción en las horas de jornada laboral en la UE, elevados tipos marginales en la tributación, regulación laboral y económica (v. Prescott, 2003; Trigo, 2004; Alesina, Glaeser y Sacerdote, 2005; o Conway, Janod y Nicoletti, 2005), donde a España le corresponde el papel de contar con la normativa más pesada —es decir, la de mayor coste de cumplimiento— del conjunto de la OCDE, y esto trae como resultado menor competitividad. 




			En el análisis de la estructura del valor añadido bruto en España (v. cuadro n.º 2) destaca que la aportación del sector primario a precios corrientes era, en 1965, del 11,3 por ciento y que se redujo paulatinamente hasta alcanzar el 2,77 por ciento en 2008. Esto indica que España tiene una estructura de producción «moderna» en el sentido de que el peso relativo de la agricultura, siendo muy importante, es —en términos relativos— pequeño. Esto hace que si bien la agricultura está al abrigo de las contingencias coyunturales, no sea una protección suficiente para amortiguar el impacto que una crisis económica tiene sobre el resto de la actividad productiva.  
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			La trayectoria del valor añadido bruto se explica por el elevado peso relativo de empresas pequeñas, familiares e industriales, con poca presencia de empresas de titularidad pública (v. cuadro n.º 3). Así, lo expuesto comporta una intensa exposición a la incidencia de factores como la competencia exterior y las restricciones crediticias, sin que la presencia de empresas públicas pueda atemperar la incidencia de la coyuntura en las comunidades autónomas más industrializadas (v. Trigo, Tremosa y Guillermo, 2003). Esto hace que la presión competitiva impulse las mejoras de eficiencia, si bien en situaciones de tensión se reducen los márgenes, el vínculo entre presión competitiva y productividad se vuelve negativo (v. Segarra y Teruel, 2007) y refuerza la influencia de los cambios en la actividad económica. 
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Recomposición sectorial y evolución de la productividad 
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			El aumento del PIB y de la renta per cápita se ha apoyado en factores como el aumento en la productividad, en la tasa de actividad laboral y el crecimiento del conjunto de la población (de los que trataremos más adelante), pero también deriva de una recomposición sectorial importante, de modo que el empleo se ha reducido en donde la productividad por persona era menor, como la agricultura, al tiempo que crecía en los servicios, que permitían obtener una retribución media más alta. Este proceso permitió un aumento significativo del ingreso medio de la población ocupada en el sector primario, no solo por la mejora en su eficiencia, sino también porque quienes abandonaron el sector eran los de menor ingreso y con mayores incentivos para desplazarse a otras actividades. Paralelamente, las diferencias que mostraban los sectores en cuanto a la renta per cápita de la población ocupada se redujeron, y el aumento de la productividad se desaceleró donde la ocupación crecía más. 




			Según datos del Instituto Nacional de Estadística (INE) mostrados en el cuadro n.º 4, la comparación entre 1970 y 2008 muestra que el valor añadido bruto por persona ocupada, expresado en precios constantes de 1995, se multiplicó por 7,22 en el caso de la agricultura, mientras que se perdieron 2,79 millones de empleos, que eran el 75 por ciento del total de la población ocupada en ese sector. Sin embargo, el valor de la producción realizada, medido en términos nominales, aumentó en un 68,69 por ciento aun cuando las mejoras en calidad no están plenamente recogidas en el valor más reciente, y a pesar de que se redujo la superficie dedicada a labores agrarias. Una conclusión que también puede aplicarse si el período comparado es 1990 y 2008 (v. cuadro n.º 4).  




			La actividad industrial aumentó ligeramente respecto a la ocupación inicial que pasó de 3,17 a 3,23 millones de persones ocupadas en los 37 años recogidos en el período 1970-2008, lo que contrasta con un contexto de reducción de efectivos en los países desarrollados, al menos hasta el aumento del paro en 2009 que rompe esa tendencia. La producción real por persona se multiplicó por 2,65 y el producto total por 2,70, lo que significa una tasa de variación anual modesta, y apunta —a primera vista— a que hay posibilidades de mejora de eficiencia, si bien la duración de jornada se ha reducido, esto indica que la aportación por hora trabajada es mayor que esta cifra. Por otra parte, la mejora de calidad se ha producido en toda la actividad industrial, y muchas actividades tradicionalmente mantenidas en los procesos fabriles se han desplazado a empresas de servicios (transporte, seguridad, procesamiento de datos...), en las que ahora se computa el valor añadido por los empleados que antes figuraban en el sector industrial. En otras palabras, ese valor se ha detraído del sector a efectos estadísticos y ahora se recoge en el apartado de servicios, por lo que el crecimiento real de la aportación sería el registrado directamente, más el que compensó la pérdida del empleo trasladado a los servicios.  




			La construcción ha sido un sector con amplios altibajos, uno de los cuales se inició precisamente en 2007, de forma que, en 2008, los valores y las proporciones inician un cambio radical. Esto significa que el valor de estos datos es esencialmente descriptivo. Los 2,4 millones de personas ocupadas en 2008 representaban algo más del 11,9 por ciento de la población ocupada (había llegado a algo más del 13 por ciento el año anterior), frente a los 1,12 millones de 1970, que suponían el 8,94 por ciento de la población ocupada. En el conjunto de la UE, incluida España, ese porcentaje está en torno al 8 por ciento, que es una cifra indicativa de la tendencia del empleo que puede sostener, en promedio, esa actividad.  
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			La subida del peso de la construcción entre los años 2001 y 2007 en el valor añadido bruto parece pequeña al incrementarse en apenas 3,37 puntos porcentuales, desde el 8,89 por ciento en 2001 hasta el 12,26 en 2007 (v. cuadro n.º 2). Porcentaje que, según la primera estimación para 2008, se modera hasta el 11,56 por ciento del valor añadido bruto. Si se va a los valores reales, el PIB pasó de 653,3 millardos de euros en 2001 a 797,1 millardos de euros en 2007. Esto supone que, para el sector de la construcción, se creció desde 58,08 millardos de euros en 2001 a 97,72 millardos de euros en 2007; la diferencia es un aumento de 39,67 millar dos de euros que, respecto a la cifra inicial de 50,05, implica un aumento del 68,34 por ciento en términos reales en el período 2001-2007, que en precios corrientes fue mayor porque los precios del sector se incrementaron claramente más que la media.  




			En estos años la producción anual por persona, medida en términos reales, se multiplicó por 1,4 y la producción total por 3,4. También aquí el producto final se ha modificado sustantivamente en respuesta a las exigencias de los compradores, las cuales se añaden a las restricciones impuestas por una normativa cada vez más exigente en cuanto a resistencia de suelos, calidad de acometidas, infraestructuras de comunicaciones, más servicios y mejoras en conexiones, acometidas, así como un seguro obligatorio que cubre el riesgo de vicios ocultos en la obra, todo lo cual cambia la composición de las características del producto final y eleva el coste de producción. 




			El sector de servicios es el gran generador de ocupación. Las personas ocupadas se incrementaron en más de 8,9 millones, con lo que la cifra inicial se multiplicó por tres para alcanzar los 13,47 millones de personas. Sin embargo, el aumento de productividad es el más bajo de todos, apenas un 1,2 por ciento, aunque el aumento de efectivos fue tan grande que el valor añadido bruto generado es casi tres veces y media el inicial. Esto no garantiza la sostenibilidad de ese empleo que se basa en la aportación individual, y ésta, en promedio, apenas ha mejorado en cómputo diario, aunque sí por hora efectiva. 




			En algunas actividades de servicios, la competencia es fuerte y eso insta a incrementar la formación de las personas y a introducir mejoras en equipamiento y procesos que elevan la productividad, como ocurre en el comercio, las finanzas, las aplicaciones informáticas, etc.; pero otras están lejos de la presión competitiva, como las Administraciones públicas que, además, deben trabajar a reglamento y sin posibilidad de hacer innovaciones drásticas. En otros casos la mejora es imposible, como en la ejecución de música, o muy difícil, como en la enseñanza, o se reduce paulatinamente, como en la atención a personas con enfermedades degenerativas. 




			La competencia es tanto exterior como interior. La agricultura y la industria están abiertas a la presencia de producción extranjera que ha incidido decisivamente en muchas actividades industriales, desde el textil a la fabricación de artículos metálicos, muebles, juguetes, etc., por lo que es difícil que ambas actividades puedan generar mucho empleo y su aportación al PIB debiera provenir, sobre todo, de las mejoras en eficiencia e innovación. 




			Donde no hay competencia, falta el incentivo a la innovación en procesos y prestaciones, los costes y los precios suben y el empleo puede crecer (aunque se trate de actividades de poca eficiencia). Uno de los ámbitos más afectados por estos procesos es la Administración pública, en la que la innovación es lenta porque falta la presión de la competencia, hay barreras de entrada elevadas en forma de oposiciones y oferta de empleo decidida al margen del mercado, la cual, a su vez, es muy desigual según la comunidad autónoma de la que se trate y da lugar a grandes diferencias. Así, en el segundo trimestre de 2009, según datos publicados por la Encuesta de Población Activa, los asalariados del sector público —incluye AA. PP., empresas públicas y otros no clasificables— eran 3,05 millones, que son el 19,39 por ciento del total de empleo asalariado, que llega a ser el 32,22 por ciento en Extremadura y el 14,83 por ciento en Cataluña. 




			Según la otra fuente disponible, el Boletín Estadístico del Personal de las Administraciones Públicas (enero de 2009), editado por el Ministerio de Política Territorial (v. cuadro n.º 5), el total de personas empleadas en España es 2.636.900, que se distribuyen en 575.021 en la Administración pública estatal, 1.332.844 en la Administración de CC. AA., 629.505 en la Administración local y 99.530 en universidades. Con referencia al total de la población, quienes trabajan directamente para las Administraciones públicas son el 5,74 por ciento de la población total, pero con diferencias que van desde el 8,7 por ciento en Extremadura —aún mayor en Ceuta y Melilla— al 4,11 por ciento en Cataluña. Si se considera el personal de las Administraciones autonómicas, que asciende al 2,9 por ciento de la población total, prescindiendo de Ceuta y Melilla, la concentración máxima se da en Extremadura con el 4,42 por ciento y la mínima en Cataluña con un 2,23 por ciento. En porcentaje de población asalariada (datos ofrecidos por la Encuesta de Población Activa), la media estatal del 8,47 por ciento sube hasta el 15,39 o baja al 6,10 en los mismos casos. El personal al servicio de la Administración estatal es el 3,65 por ciento del total de población asalariada, llega al 6,51 de esa población en Madrid (4,51 por ciento en Extremadura) y se queda en un 1,18 en Cataluña. El traspaso de competencias desde la Administración estatal a las CC. AA. no ha comportado un traspaso completo de las personas a cargo de las competencias transmitidas, con lo que las Administraciones autonómicas han incrementado su dotación de funcionarios sin la correspondiente reducción de los efectivos iniciales estatales, lo que es una fuente —no la única— de aumento del censo de personal al servicio de las AA. PP. 




			España también participa, obviamente, en la Administración de la Unión Europea, que contaba en 2008 con unos efectivos de 41.090 personas distribuidas entre el Parlamento Europeo, el Consejo, la Comisión Europea y el Tribunal de Justicia, según los datos publicados en el Informe General sobre la Actividad de la Unión Europea. 
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			Las condiciones de trabajo de los funcionarios no se generalizan al resto de los trabajadores que sirven en las AA. PP. con otro tipo de contratos, ni tampoco a los de las empresas públicas, donde, aun así, las condiciones laborales y económicas de estos empleados también son mejores que la media del sector privado. Esas condiciones incluyen seguridad en el empleo —sólo para los funcionarios no interinos—, jornada reducida, más vacaciones, etc. A cambio, en la mayor parte de los casos y en todos los puestos funcionariales, se ha de pasar por oposiciones rigurosas que garantizan un elevado nivel de conocimientos respecto a los temas que les competen. Sin embargo, la suficiencia en conocimientos de las personas que trabajan para el Estado no significa que sus funciones y tareas estén siempre a la altura de su formación ni, mucho menos, que su preparación y capacidad se asignen a donde pueden ser más útiles para el impulso de la nación. De hecho, podría ser incluso al revés si se tiene en cuenta que, en las CC. AA. —en las que la tasa de paro es más elevada—, también el porcentaje de empleos públicos respecto al total de ocupados excede la media del país.  
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La productividad y el ciclo económico 
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			El crecimiento de los últimos doce años (1996-2007) de expansión y generación de empleo ha reportado mejoras y ventajas, entre las que destaca el equilibrio presupuestario del sector público, lamentablemente perdido en 2008 y fuera de control en 2009. Sin embargo, tiene aspectos mejorables que relativizan la valoración y señalan los puntos débiles, los cuales cuestionan la calidad del crecimiento y su continuidad, como se puso de manifiesto en 2008. El diferencial de crecimiento del PIB real respecto a la UE no se tradujo en un acercamiento del mismo orden en lo concerniente al nivel de renta per cápita de la media de la UE, de modo que la trayectoria anual de la renta personal, medida en equivalente de poder de compra, apenas redujo cada año en una o dos décimas la distancia respecto a la UE de los 15, a pesar de que el crecimiento del PIB excedía al de la UE en unos dos puntos porcentuales.  




			Una aproximación tan pequeña se explica básicamente por dos factores: por un lado, el aumento de la población obtenido gracias a la inmigración y, por otro, la escasa productividad de los nuevos empleos que frenaban el incremento de la producción media por persona ocupada. Hay otros determinantes que inciden simultáneamente, algunos de ellos procíclicos, como la inversión privada y la pública. La primera tiene fluctuaciones mayores que el PIB y la segunda, además, parece retrasarse respecto al aumento de la población y el nivel de actividad (v. Esteve, 2003). Otros muestran una tendencia continua al freno de la actividad, como la regulación (v. apartado 3.1), de modo que lo que sigue no pretende dar una explicación completa.  




			Entre 1996 y 2007 se crearon 5,9 millones de empleos —puestos de trabajo equivalentes a tiempo completo—, que significaron un 38,2 por ciento más de personas ocupadas. Sin embargo, la producción real por persona crecía por debajo del 1 por ciento y daba origen a propuestas de cambio de modelo productivo. Esa orientación, que —en general— se limitaba a sugerir empleos con más valor añadido sin precisar en qué actividades o para qué personas, es deseable, pero requiere algo más que la simple voluntad de que así sea. Es muy difícil lograr simultáneamente un crecimiento significativo en el número de personas ocupadas y de la productividad per cápita, porque una persona que se incorpora a la vida laboral hace, de entrada, una aportación marginal, debido a la falta de experiencia, de formación o de las dos cosas, con lo que su contribución está por debajo de la media registrada en la empresa que ha creado el empleo. Esta circunstancia comporta también una indemnización menor en caso de despido, o incluso el fin de un contrato temporal sin esa percepción, lo que lleva a la no renovación en caso de caída en las ventas y así se explica el doble efecto de final de 2008 e inicio de 2009: descenso en el empleo total y aumento en la proporción que corresponde al empleo por tiempo indefinido.  




			Con el tiempo los nuevos empleos permiten adquirir experiencia, fiabilidad, seguridad y calidad, de modo que el rendimiento obtenido se acerca a la media pero no de forma inmediata. Gran parte de los nuevos empleos se han ocupado por inmigrantes, en muchos casos desconocedores del idioma y sin formación técnica aplicable. Es obvio que también hay desplazamientos de personas con experiencia que van con sus conocimientos a otros ámbitos donde se valoran más, pero, incluso estos, se han de adaptar a las peculiaridades de la nueva ubicación antes de hacer una aportación cercana al nivel de sus capacidades y añadir algo más en la nueva función, pero estos casos suelen ser desplazamientos en el interior del país y no comportan aumento en la ocupación total ni, normalmente, en la producción. Además, la capacitación de personas para que estén en condiciones de dirigir, innovar, cambiar culturas organizativas y hacer aportaciones relevantes se adquiere tras mucho tiempo de estudios y de acumulación de experiencia práctica, lo que requiere estrategias complejas, aplicadas con medios adecuados durante períodos largos. 




			Otro aspecto del empleo marginal que se origina en momentos de expansión prolongada es su vulnerabilidad porque, siendo menos eficiente que la media y teniendo derecho a una indemnización de menor cuantía que el promedio de los trabajadores, es más proclive a que sus puestos de trabajo desaparezcan si se reduce la actividad.  




			Las razones expuestas dan cuenta de que el crecimiento rápido del empleo se acompañe de bajo aumento en el valor añadido por persona y año, pero también explican el fenómeno opuesto, esto es, el aumento de la producción por persona ocupada cuando baja el empleo total. Si se reduce el empleo, los primeros puestos que se anulan son los de menor aportación. La empresa puede vender menos y perder cuota de mercado, pero si la reducción de plantilla es más profunda, la media estimada de producción por persona —aun no habiendo aumentado en cada caso concreto— es más alta. Esto es lo que indican los datos disponibles de años de bajo crecimiento del PIB y con pérdida de empleo agregado respecto al período previo, como ocurrió en 1975-1985 con respecto al 1968-1973. El promedio anual de personas ocupadas en los años 1975-1985 estuvo en 630.000 personas por debajo de la media del decenio anterior y, sin embargo, la productividad real media por persona creció a una tasa media anual del 2,7 por ciento, a pesar del impacto negativo del aumento en el precio del petróleo.  




			En los años 1986-1990, la media anual de personas ocupadas excedió en 390.000 a la del período 1975-1985 y la productividad por persona ocupada creció a una media anual del 0,9 por ciento. En los cuatro años siguientes, en que repuntó el paro, la tasa de crecimiento de la producción por persona mejoró. Por el contrario, en la última década el aumento anual medio de la productividad por persona empleada fue inferior y quedó por debajo del 1 por ciento (v. cuadro n.º 6). Esto indica que la pérdida de empleo deja activos los puestos más eficientes y destruye los marginales, con lo que la productividad media aparente sube, si bien es compatible con que las empresas donde ocurren estos fenómenos tengan menos beneficios o incluso pérdidas, pierdan solidez financiera y cuota de mercado. 




			El aumento del empleo es un objetivo obligado de la política económica y su logro una aportación positiva en cualquier circunstancia, porque resuelve problemas personales y familiares, aumenta el PIB, fortalece la demanda y la solidez del sector público. Sin embargo, más allá del crecimiento, pensando en el desarrollo, la renta per cápita solo es capaz de aumentar de forma estable y significativa si se acompaña de inversión productiva eficiente y si el nuevo empleo está compuesto por personas con una formación que permita un aprendizaje sólido y rápido. Estos criterios son más fáciles de conseguir si el entorno institucional relevante se caracteriza por calidad de la moneda, regulación razonable y, en síntesis, por un «metamercado» con leyes precisas y estables que se hacen cumplir y con una justicia imparcial. Si estas condiciones están ausentes, el debilitamiento de la demanda destruye fácilmente cientos de miles de puestos de trabajo en un período de pocos meses, como ocurrió en la segunda mitad de 2008 y comienzos de 2009. 




			El efecto de creación y destrucción de empleo es más peligroso cuando el capital productivo se usa con poca intensidad, por ejemplo, cuando se trabaja a un solo turno, porque su coste se distribuye entre pocas unidades producidas y cualquier reducción del volumen de ventas eleva el coste laboral unitario y lleva a las empresas a pérdidas. También se ve afectado por la rigidez de las condiciones laborales si dificultan el aprovechamiento de oportunidades como las que ofrecen los pedidos singulares. Si, en la situación opuesta, hay flexibilidad para adecuarse a la demanda existente o si se puede organizar una producción continua, el coste unitario fijo se reduce y se hace posible hacer pedidos mayores de materia prima y productos intermedios, con lo que baja el coste por unidad incrementando el margen de beneficio, que es lo que da solidez al empleo creado. 
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			La salida de una crisis expresada en déficit externo puede conseguirse, de modo efímero y no inmediato, con devaluación. Efímero porque eso aumenta el coste de las importaciones que se traslada a otros bienes; no inmediato porque las importaciones ya tienen precios pactados en moneda del proveedor y ahora hay que dar más moneda propia por cada unidad de las foráneas, y las nuevas ventas favorecidas por la devaluación hay que conseguirlas y eso lleva tiempo. Ahora bien, la superación de estas dificultades, de forma estable y sólida, requiere conseguir un aumento continuo y apreciable de la productividad por hora y persona. Incluso sin nueva inversión y con el nivel de formación existente se pueden conseguir mejoras importantes y a corto plazo si, entre otras cosas, se elimina parte de los muchos costes de cumplimiento innecesarios, se reduce la incapacidad temporal a niveles similares a los de la media de la UE o se asigna el gasto disponible para infraestructuras en función de criterios de coste-beneficio, pero eso requiere mejorar la eficiencia y la calidad de decisiones del sector público, lo que es más difícil de conseguir que en el sector privado, porque los incentivos en presencia impulsan a atender a las zonas de menor renta, incluso si el efecto esperado es de menor cuantía.  




			La productividad también se puede mejorar eliminando costes que no añadan valor al producto o servicio final. Por esta razón en momentos de declive, como los de 1985 o los de 1993, se aplicaron políticas de oferta que impulsaron la inversión y la eficiencia. La facilidad para invertir, la reducción de costes fiscales, la simplificación de las obligaciones impuestas por la normativa, la eliminación de informes y trámites innecesarios o redundantes, la flexibilidad en la contratación, el aumento de la competencia, la aportación de capital público que contribuye a la eficiencia general, la reducción de incertidumbre respecto al entorno legal, y la mejora en la rapidez y seguridad del ordenamiento jurídico son —entre otras— lo que permite compensar el impacto adverso de la caída en la demanda, tal como se trata en los capítulos 7 y 8. 
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Regulación y competitividad 


			

			
[image: ] 




			



			 






			La regulación es necesaria para la estabilidad y el progreso de las sociedades. Es una precondición para permitir que el mercado funcione con eficacia y cumpla su cometido asignando los recursos con eficiencia productiva y en servicio de los intereses de los ciudadanos. Ambos configuran conjuntamente el sistema en que se apoya la civilización occidental y que ha permitido un aumento de la población y un nivel de vida sin precedentes en la historia de la humanidad.  




			La regulación (Rosell Lastortras, 2006), junto con los usos y costumbres y los organismos públicos que la escriben y proclaman, vigilan su cumplimiento y sancionan su incumplimiento, configuran el metamercado, esto es, el conjunto de «instituciones» que hacen que el comportamiento ajeno se limite a las cosas que en cada momento se pueden hacer, o que hay la obligación de hacer, y se evite lo que está prohibido. El respeto a estas «instituciones» aporta predictibilidad a la conducta humana, con el consiguiente ahorro de costes de transacción, es decir, de aquellos que deben aceptar, además del precio, para hacer y exigir un pacto (North, 1991 y Williamson, 1989 y 1993). Estos costes incluyen: obtención de información, negociación, contratación, fijación de indicadores de evolución, supervisión de la conducta, evaluación de resultados y penalización de incumplimientos.  




			Un metamercado en el que las costumbres permitan saber a qué atenerse respecto a los demás, donde las normas se respeten en un alto grado y se haga pagar por la transgresión de modo que se desincentive el incumplimiento, es idóneo para favorecer la inversión y la división del trabajo, y con ambas atraer y emplazar recursos y crear empleo estable. La obra (1991) de Douglas C. North, premio Nobel de Economía, explica e ilustra históricamente que si los tres niveles están basados en los mismos principios y se refuerzan mutuamente, se respetarán los derechos y la propiedad estará bien asignada y utilizada. En este entorno, los costes de supervisión se minimizan y se genera confianza. Incluso en un entorno así se requiere supervisión y control, pero su coste es compatible con el impulso al crecimiento.  




			La necesidad de las normas y la importancia de su cumplimiento no instan a regular todo. La normativa tiene siempre unos costes que incluyen el de los reguladores (sueldos, espacio, suministros, etc.), el de cumplimiento, el de recoger y aportar datos e informes, el de conocer las normas, el de la supervisión y las sanciones por incumplimiento, así como el pago a asesores, entre otros que van desde el espacio de almacenamiento de datos susceptibles de ser requeridos hasta el coste de oportunidad del tiempo dedicado. La regulación innecesaria o premiosa ahoga la creatividad e impone cargas onerosas. El coste de las normas se inicia con los estudios previos acerca de qué y cómo se debe regular, escribir los textos legales, discutirlos, promulgarlos, pedir y procesar información acerca del cumplimiento y decidir, comunicar y cobrar las sanciones impuestas a quienes incumplan sus obligaciones. Esta primera parte de coste obliga a las Administraciones y a las Agencias públicas y recae sobre los contribuyentes, que deben pagar impuestos para sostener esa superestructura. En segundo lugar, los particulares y las empresas deben conocer las normas y pagar asesores, llevar registros, informar a las autoridades, recibir inspecciones, soportar tasas y aceptar riesgos de penalización por comportamiento inadecuado, por errores y omisiones, dedicar tiempo y costes para recurrir las sanciones no ajustadas a derecho, inmovilizar recursos en forma de depósitos afectados a las sanciones recurridas, pagar abogados, etcétera. La forma habitual de realizar actividades productivas se ve afectada por cambios legales que desvalorizan las inversiones hechas en información y estudio, al tiempo que comportan más costes de adecuación. En tercer lugar, los consumidores deben aceptar costes más elevados para atender a las nuevas exigencias, con el consiguiente riesgo de deterioro de la eficiencia productiva. 




			La cuantía de los costes impuestos por la regulación lleva a que algunos países recurran a simplificar las obligaciones que imponen, como medio de obtener una ventaja competitiva que permita un mayor rendimiento a las inversiones y aumente el atractivo para localizarlas donde se han tomado esas iniciativas. El equilibrio estaría en áreas con una regulación precisa, de fácil cumplimiento, de pertinencia para la prevención de riesgos y que se haga cumplir sin exigencias superfluas. La prédica es fácil, pero su puesta en práctica lo es menos porque la regulación no necesariamente sirve al bien común. La eficiencia en la concepción y la aplicación debe servir a distintos propósitos. El simple hecho de que se revise una y otra vez indica poco estudio y poco control previo en la emisión de normas, en su desarrollo y sus resultados. 




			Las normas se pueden originar por la presión de grupos de interés que buscan privilegios a costa de otros grupos. Un caso habitual es el de actividades que tratan de impedir la entrada de nuevos competidores que reten la posición de mercado de los que llegaron en primer lugar; de este modo, con la alegación de protección para el consumidor se sugiere imponer requisitos que actúan como barreras de entrada. Otra fuente de generación de normas está en los ámbitos de la propia Administración pública que ven la oportunidad, siempre que se producen y se hacen públicos accidentes o abusos, para obtener más poder y recursos a través de la emisión de normas y la creación de controles para verificar su aplicación. Otras veces son grupos con preferencias marcadas que tratan de frenar actividades que les son lesivas o meramente ingratas y un largo etcétera. Desde el ámbito político puede ser interesante hacerse eco de esas preferencias y ofrecer apoyo legal a causas que ofrezcan réditos en forma de adhesiones y votos. 




			La capacidad para obtener normativa favorable a unos u otros intereses deriva del número de beneficiarios y perjudicados por cada decisión. El número relevante no necesariamente es el mayor, sino el que permite una movilización más intensa (Argandoña, 1985). De hecho, desde el punto de vista de la capacidad de incidencia, lo preferible es un grupo pequeño, bien posicionado y con un fuerte interés en conseguir o en evitar algo, que se enfrenta a un grupo amplio, difícil de organizar y en el que, aunque salga perjudicado, el daño se reparte entre tantas personas que no se justifica hacer una movilización en torno al tema para evitar el beneficio de otros. La escuela económica del Public Choice, con nombres como el de James Buchanan, Anthony Downs y otros, es un exponente preciso de esta corriente de pensamiento. En ocasiones, los beneficiarios capturan al regulador convirtiéndolo en el valedor de sus intereses; en otros casos, el propio regulador es quien trata de incrementar el poder de su ministerio, agencia, o negociado, para lo que aprovecha su mejor información y consigue normas más complejas que requieren más personal y medios (v. Niskanen, 1976).  




			



			 






			
3.1. La regulación en Europa y en España  




			



			 






			La Unión Europea, y más en concreto la Europa de los 15, es un área caracterizada por la superposición de una elevada presión fiscal y carga regulatoria. En varias ocasiones se ha expuesto que esta combinación explica el diferencial negativo de crecimiento respecto a EE. UU., y en consecuencia se han propuesto reiteradamente iniciativas de simplificación, de las que la más reciente es la denominada better regulation, adoptada inicialmente por el Gobierno del Reino Unido y con seguidores en Dinamarca, Holanda y Bélgica, donde tienen un departamento con rango de Secretaría de Estado.  




			En España, el 6 de diciembre de 1995, la Subsecretaría del Ministerio de la Presidencia dictó una resolución por lo que se creó la «Comisión especial para la determinación, estudio y propuesta de solución de los problemas planteados por la aplicación del ordenamiento jurídico económico». Se esperaba su transformación en una Secretaría de Estado, pero después de escribir un interesante estudio fechado en junio de 1996, se quedó en Dirección General y luego pasó a Subdirección General. 




			En 2005, con la Cumbre de Lisboa, se produjo un nuevo rebrote de esta preocupación impulsado por la cuantía de normas a nivel europeo y por lo que ésta supone de freno a la actividad económica. Las normas, por supuesto, deben existir, pero deben ser pocas, claras, concretas y estables en el tiempo. No es mejor quien más regula, sino quien regula mejor. Lo bueno en legislación, si breve, todavía mejor.  




			En algunas comunidades se han creado comisiones de estudio para prevenir obligaciones innecesarias, simplificar peticiones, evitar solicitudes de información irrelevante o que ya obra en poder del sector público; con el objetivo de derogar lo que se ha hecho redundante o superfluo, evitar que se impongan obligaciones desconociendo el coste de cumplimiento y sobre quien recae, impedir normas que tienen costes seguros sin que haya certeza de sus beneficios y, en definitiva, de que haya coherencia con el aforismo de «mejor poco y bueno». Proyectos como el better regu lation son bienvenidos para España y la UE, siempre que se tomen en serio y no se limiten a una mera demostración formal de interés.  




			El regulador tiene un gran poder y, si ha llegado a esa situación, también ha evidenciado inteligencia, conocimientos y habilidad. No siempre estas cualidades van asociadas a la humildad y al reconocimiento de que el orden social, resultado de la acción de todos pero no de una voluntad única, deriva de la aplicación de un conocimiento disperso en millones de personas. Pretender sustituir a la sociedad con la inteligencia de una persona o grupo suele llevar a distorsiones costosísimas, de ahí la conveniencia de que quienes ostentan la responsabilidad de aportar nuevas piezas al ordenamiento jurídico deban intentar eliminar las trabas al ejercicio en libertad de ese conocimiento disperso. La vía es el impulso de la competencia, que como enuncia el reglamento de defensa de la competencia, es el bien común, y para ello son necesarias la eliminación de barreras de entrada y la efectiva protección de derechos de los ciudadanos. 
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